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ASUNTO

Se decide la impugnación presentada contra el fallo del 24 de mayo de 2011, proferido por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Antioquia
, dentro de la acción de tutela adelantada por LEDIS ORBILIA RODRÍGUEZ MEDINA contra el DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD –DAS-, providencia en la cual se negó el amparo solicitado.
HECHOS

La actora mediante escrito radicado el 11 de mayo de 2011, solicitó la protección de su derecho fundamental al buen nombre, mismo que estimó lesionado por la autoridad accionada y para lo cual expuso los siguientes hechos:

Narró que el Juzgado 23º Penal del Circuito de Medellín, tramitó un proceso en su contra “por el delito de falsedad material de particular en documento público, agravado por el uso” hecho por el que fue condenada a 20 meses de prisión “según providencia del 5 de julio del año 2001 y se me concedió la suspensión condicional de la ejecución condicional por un periodo de prueba de dos (2) años”.
Precisó que el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad “el 25 de julio de 2003 declaró la EXTINCIÓN DE LA PENA impuesta, por cuanto la señora LEDIS ORBILIA RODRÍGUEZ MEDINA, NO ES REQUERIDA EN RAZÓN DEL PROCESO ANTES RELACIONADO y el expediente se encuentra actualmente archivado”.
Indicó que requiere certificado del DAS para poder laborar y “cuando lo solicito señala que no registro antecedentes por autoridad judicial, anotación que se coloca únicamente a las personas que algún día tuvimos antecedentes penales” y refirió que “han trascurrido más de siete (7) años desde que declaró el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad EXTINGUIDA LA PENA, fui a las instalaciones del DAS y allí me dijeron que la anotación antes referida me iba a aparecer toda la vida en mi certificado judicial”.
Narró que ante la referida situación remitió derecho de petición a efecto que cancelara el antecedente penal y le contestaron –el 3 de marzo de 2011- que solicitara nuevamente el certificado de antecedentes “para que aparezca el rotulo modificado como ordena la Resolución 1161 de septiembre 17 de 2010 que no soy requerida por autoridad judicial, anotación que precisamente consideró atenta contra mi buen nombre”.
Citó jurisprudencia constitucional relacionada con el buen nombre e igualmente un precedente de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura
 y solicitó la protección del derecho fundamental invocado en protección superior, en consecuencia “actualizar la base de datos con el propósito de cancelar los antecedentes de la señora LEDIS ORBILIA RODRÍGUEZ MEDINA como lo CERTIFICA EL JUZGADO VEINTITRES PENAL DEL CIRCUITO. Se expedirá el correspondiente certificado una vez se lleve a cabo dicho trámite”. 
ACTUACIONES PROCESALES E INTERVENCIONES

El a quo en auto del 13 de mayo de 2011 (fl.11) avocó el trámite de la acción de tutela y convocó al proceso a la autoridad accionada y como tercero con interés notificó al Director del Departamento Administrativo de Seguridad Seccional Antioquia.

En su respuesta el DAS –Seccional Antioquia- (fl.17) indicó que el rotulo que porta el certificado de antecedentes penales de la actora obedece al cumplimiento de las normas que regulan la materia en concreto el Decreto 3738 de 2003, por tanto no se está –a su juicio- ante una lesión de sus derechos fundamentales, pues la misma obedece al cumplimiento propio del orden jurídico.

Expresó que el certificado de antecedentes penales, se expide dando cumplimiento a lo dispuesto en la Resolución No. 1161 del 17 de septiembre de 2010 donde se dispone “en caso en que el ciudadano registre antecedentes, la leyenda inscrita a la que hace referencia el numeral 1.2. del presente artículo quedará de la siguiente forma: “El Departamento Administrativo de Seguridad certifica que en sus archivos a la fecha (año, mes, día) nombre con cédula de ciudadanía No. de, NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD JUDICIAL” y en caso diferentes se ha concedido el amparo constitucional pero ante situaciones distintas, toda vez que se partía del presupuesto donde se consideraba la existencia de antecedentes, pese a extinguirse la sanción impuesta.

Manifestó que en la expedición de los antecedentes penales, para lo casos como el aducido por la actor no se certifica como “registra antecedentes como lo señaló en su momento la resolución interna 1157 de 2008, sino como “NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD JUDICIAL”.
Narró –como argumento complementario- que “esta situación no ocurre actualmente con la página web www.ramajudicial.gov.co, consulta de procesos y que de igual manera es de carácter público, en ella de igual manera se refleja la información de los procesos que cursan y que culminan con sentencia condenatoria y por tal razón no sería lógico, faltándose a la verdad en certificar que una persona “NO REGISTRA ANTECEDENTES” si la información antecedente penal puede ser obtenida, en la mayoría de los casos, por el citado medio web, situación que es muy distinta, si lo que se expide en el documento del DAS es la frase “NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD JUDICIAL”. 
PROVIDENCIA IMPUGNADA

El a quo en sentencia del 24 de mayo de 2011 (fl.21) decidió “NO TUTELAR los derechos invocados” y para el efecto expuso –previa identificación de los hechos que soportan la petición, relacionar los medios de pruebas aportados al proceso e identificar teóricamente los derechos fundamentales en debate- las funciones jurídicas que tiene el certificado de antecedentes disciplinarios, documento que se encuentra regulado en el Decreto 3738 de 2003, mismo donde se definen los usos del citado reporte penal.

Refirió varios precedentes de la Corte Suprema de Justicia y precisó que consecuencia de ellos “fue emitida la Resolución No. 750 del dos (02) de julio de dos mil diez (2010). En ella se dispone que en adelante sólo se debe publicar en el certificado información relativa a los antecedentes penales cuando la persona no tenga antecedentes (en ese caso se día que la persona no tiene antecedentes), porque cuando el solicitante del certificado si tenga antecedentes, esa información no debe aparecer en el documento, razón por la cual en el certificado judicial pueden aparecer dos rótulos así: NO REGISTRA ANTECEDENTES: cuando la persona no tiene antecedentes. NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD JUDICIAL: cuando la persona sí tiene antecedentes”.
En tal sentido precisó que lo pretendido por el actor “radica en el hecho que el rótulo NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD JUDICIAL, es presuntamente indicativo de que tiene antecedentes penales. Pretendiendo que su certificado judicial aparezcan elementos que conduzcan a una persona medianamente informada a concluir que efectivamente su titular del documento tiene antecedentes penales”, por lo tanto –tras realizar extensas citas jurisprudenciales- que no se observa en el presente caso lesión a las garantías superiores demandadas en protección, pues la citada afirmación “no induce indefectiblemente a la existencia de antecedentes penales de la actora, razón por la cual no se vulnera su derecho fundamental al buen nombre y a la honra, por otra parte también se debe advertir que el DAS no se encuentran en la posibilidad de expedir una certificación que consigne un hecho no cierto, como para el caso concreto sería afirmar que la accionante NO REGISTRA ANTECEDENTES, pues aunque esta haya cumplido la pena y se haya extinguido la acción penal iniciado en su contra, si tiene antecedentes penales que son el objeto de reseña y archivo por parte del Departamento Administrativo de Seguridad”.
Adujo que si la anotación fuera “REGISTRA ANTEDECENTES” la tutela sería el instrumento apropiado a efecto de levantarlo –tal como ha sucedido en plurales procedentes judiciales-, pero en el presente caso se busca hacer desaparecer otra anotación, la cual no lesiona los derechos fundamentales invocados en protección constitucional y desde donde no se infiere la existencia de antecedentes “y además de otra manera no le es posible actuar a la institución accionada, pues mal podría certificar la inexistencia de antecedentes penales de quien si los tiene, razón por la cual el actuar de la entidad accionada es idóneo, necesario y proporcional”.
IMPUGNACIÓN

La actora censuró la decisión de instancia (fl.44), pues –a su juicio- sus derechos fundamentales sí están siendo lesionados “ya que es pagar toda la vida por un error cometido por mí, se que se debe pagar por lo errores y más si es un delito, pero por favor tenga en cuenta que no he cometido varias faltas, ni lo hice un hábito en mi diario vivir, por el contrario soy una persona de bien que trabaja y estudia y quiere superarse”.
Manifestó que la referida anotación en el certificado de antecedentes le está generando perjuicios “ya que llevaba ocho años laborando para una empresa y me despidieron desde que este certificado cambio, en el momento soy con temor de presentarme a entrevistas porque ese hecho me tiene como anulada ante la sociedad”.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

De conformidad con lo previsto en los artículos 86, 116 inciso 1º, 256 numeral 7º de la Constitución Política; 32 del Decreto 2591 de 1991 y el Decreto 1382 de 2000, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura es competente para resolver la impugnación incoada dentro de la presente acción de tutela, a ello se procederá previas las siguientes consideraciones de hecho y de derecho.

1.- Aspectos relacionados con la procedencia del recurso de amparo.-

En efecto, sabido es por la cultura jurídica nacional que la acción de tutela se instituyó como un mecanismo constitucional que permite a toda persona reclamar ante los jueces –en todo momento y lugar- la protección inmediata y eficaz de sus derechos fundamentales, cuando los mismos resulten lesionados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública y así mediante un procedimiento preferente lograr hacer cesar los atropellos de las garantías superiores, todo condicionado a que el actor no posea otro medio de defensa judicial, pues en tal eventualidad debe acudir al mismo para elevar ante las jurisdicciones respectivas las pretensiones incoadas en el recurso tutelar.

Así las cosas, en el presente caso se debe concluir -de entrada- que la acción de tutela es procedente, toda vez que se encuentran reunidos los presupuestos de inmediatez ante la actualidad de los hechos denunciados como lesivos de garantías superiores e igualmente ante la inexistencia de otro medio de defensa judicial para ventilar las solicitudes presentadas por la actora, razón por la cual el juez constitucional se encuentra habilitado para efectuar un estudio material de los derechos alegados como violados con el presente recurso de amparo.

2.- Presentación del caso y problema jurídico.-

En consecuencia, como presupuestos fácticos que soportan el amparo solicitado se tiene que la actora estima que el DAS vulneró los derechos fundamentales incoados al momento de expedirle el certificado de antecedentes judiciales con la anotación “NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD JUDICIAL” (s.f.t.), no sin antes aceptar que fue condenada por el Juzgado 23 Penal del Circuito de Medellín a la pena principal de 20 meses de prisión como responsable del delito de falsedad material de particular en documento público y se le concedió la ejecución condicional de la misma e igualmente se sabe que conforme a la constancia expedida por el citado despacho judicial “el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad en julio 25 de 2003 declaró la EXTINCIÓN DE LA PENAL impuesta a la señora LEDIS ORBILIA RODRÍGUEZ MEDINA, por lo que la antes mencionada no es requerida en razón de este proceso. Actualmente el expediente se encuentra archivado” (fl.6), razón por la cual –a su juicio- la anotación debe ser borrada del sistema que maneja la entidad accionada, toda vez que de su contenido se infiere la existencia de antecedentes penales, lo cual lesiona el buen nombre y afecta la posibilidad para conseguir trabajo.

En este orden de ideas, el problema jurídico que convoca la atención de la Sala es determinar si la autoridad accionada tiene la obligación de cancelar el rótulo consignado en el certificado de antecedentes penales de la actora donde se registra que NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD JUDICIAL, toda vez que la autoridad judicial competente decretó la “EXTINCIÓN DE LA PENA” y sí en la eventualidad de no efectuarse se vulnera el derecho fundamental al habeas data de la petente, para tal efecto, se estudiará lo relacionado con el alcance –conceptual- de la citada garantía constitucional de cara a los alcances mismos de la potestad penal del Estado y su relación con otros derechos fundamentales, para finalmente analizar el caso concreto de cara a la jurisprudencia constitucional.

2.- Aspectos conceptuales sobre los límites al habeas data en materia penal.-

Antes de cualquier consideración de orden jurisprudencial de orden dogmático en relación con los derechos fundamentales en debate, la Sala estima necesario establecer la definición y función que cumple el certificado antecedentes judiciales penales al interior del sistema normativo nacional, para lo cual se torna forzoso acudir a lo establecido en la sentencia C-536/06 donde la Corte Constitucional, precisó que:

“Como ha definido esta Corporación el certificado de antecedentes judiciales “es un documento expedido por el Departamento Administrativo de Seguridad, en el cual se certifica la situación judicial de un ciudadano frente a la justicia y autoridades colombianas. Estipula si el titular no tiene asuntos pendientes con las autoridades judiciales y de policía, o si no es solicitado por las mismas autoridades”
.(s.f.t.)

Este documento público actualmente es regulado por el Decreto reglamentario 3738 de 2003. De conformidad con dicho reglamento su expedición corresponde al Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, con base en la información que repose en los archivos de esta entidad (Art. 1).  Para estos efectos el Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, mantendrá y actualizará los registros delictivos y de identificación nacionales de acuerdo con los informes y avisos que para el efecto deberán remitirle las autoridades judiciales (Art. 3). Los archivos del Departamento Administrativo de Seguridad, en esta materia, tendrán carácter reservado y en consecuencia sólo se expedirán certificados o informes de los registros contenidos en ellos a los peticionarios de sus propios registros, mediante la expedición del certificado Judicial; y a los funcionarios judiciales y organismos con facultades de policía judicial, que por razón o con ocasión de sus funciones, adelanten investigación, referente a la persona de quien la solicitan, previo requerimiento escrito (Art. 4). Actualmente estos documentos tienen validez por un año a partir de su fecha de expedición (Art. 6).

Según la normatividad vigente el certificado de antecedentes judiciales se requiere, entre otros,  para lo siguientes trámites y actuaciones:

1.- Para posesionarse en cualquier empleo o cargo público y para celebrar contratos de prestación de servicios con la administración
.

2.- Para la tenencia o porte de armas de fuego
.

3.- Para trámite de visa, siempre y cuando sea solicitado por la respectiva embajada.

4.- Para ingresar al Ecuador.

5.- Para recuperar la nacionalidad colombiana de quienes hubieren sido nacionales por adopción
.

6.- Para la adopción de menores de edad
.

Adicionalmente numerosas empresas privadas exigen la presentación del certificado de antecedentes judiciales, para acceder a empleos privados. Hechas las anteriores precisiones se abordará el estudio de constitucionalidad del caso concreto”.
Así las cosas, resulta claro que dicho documento es de suma importancia para el ejercicio de otros derechos, los cuales se encuentran condicionados a la información que reposa en el mencionado certificado, por ello -la misma- debe reflejar la real situación procesal en la que se encuentre el condenado al interior del proceso penal, luego sí la misma se encuentra alejada de la verdadera situación del peticionario configura una lesión al derecho constitucional de habeas data, postura que se soporta en lo afirmado por la Corte Constitucional en la sentencia T-310/03 donde el mencionado Tribunal precisó los aspectos relacionados con la responsabilidad del DAS en el levantamiento del registro de antecedentes:

“[…] según lo dispuesto en el artículo 3º del Decreto 218 del 15 de febrero de 2000 “por el cual se modifica la estructura del Departamento Administrativo de Seguridad”, al Departamento Administrativo de Seguridad le corresponde a su vez: 7. Coordinar el intercambio de información con otros organismos de inteligencia y seguridad, nacionales e internacionales y 13. Llevar los  registros delictivos y de identificación nacionales, y expedir los certificados judiciales, con base en el canje interno y en los informes o avisos que deben rendir oportunamente las autoridades judiciales de la República (...). 
El servicio de expedición de certificados judiciales
 que presta el DAS a los ciudadanos, se encuentra regulado en los Decretos 1657 de 1992
 y 2398 de 1986.
 
Esta última norma establece como obligación del Departamento de Seguridad abrir a cada persona que sea reseñada, un solo prontuario con las anotaciones que deben constar en tales documentos de acuerdo con la ley.
  Así mismo prevé la expedición del certificado judicial o de policía por parte de la autoridad administrativa, previo oficio al funcionario judicial correspondiente, quien debe dar la orden, en el evento en que haya operado la prescripción del Código Penal, lo cual constituye un límite temporal al registro de la información.
 De igual forma, en su artículo 10, consagra que los sindicados de delitos, podrán presentar al Departamento Administrativo de Seguridad, en cualquier tiempo, copias auténticas de sentencias, autos interlocutorios y decisiones que aclaren, varíen o modifiquen la situación anotada en los respectivos archivos y prontuarios.  Lo anterior, va acorde con la facultad de actualizar y rectificar los datos que sobre la persona reposen en entidades públicas.  

Las mencionadas funciones las ejercen las Direcciones Seccionales del DAS existentes a nivel departamental.  El artículo 15 señala entre las funciones de estas últimas: 4º) Expedir los certificados judiciales y documentos de extranjería, de conformidad con las disposiciones legales y reglamentarias vigentes y 6º) Mantener y actualizar los archivos requeridos de conformidad con las funciones propias del Departamento.

Así mismo, el artículo 24, radica en la Subdirección de Investigaciones Especiales, de manera específica, la función de organizar, actualizar y conservar los registros delictivos y de identificación nacionales, con base en los comunicados que deben enviar las autoridades judiciales de la República sobre órdenes de captura y la de expedir los certificados judiciales y de policía, de conformidad con las normas vigentes sobre la materia.” 

(…) 

Así las cosas, se trata de una función de suma importancia, que se encuentra ligada el cumplimiento mismo de los fines del Estado y a la protección real y goce de los derechos fundamentales, toda vez que involucra información sensible que debe ser tratada con la observancia de las garantías constitucionales y de los principios rectores de la administración de datos, a los cuales más adelante se hará alusión (s.f.t.). 

En efecto, el incumplimiento o el cumplimiento deficiente o tardío de esta función por parte de las autoridades correspondientes, además de dar lugar a la imposición de sanciones penales y disciplinarias, afecta de manera directa derechos fundamentales de los afectados.  

(…) 

Finalmente, de acuerdo a antecedentes jurisprudenciales de esta Corporación, la acción de tutela es procedente cuando la permanencia de un dato errado y la omisión de las autoridades de actualizarlo o rectificarlo vulneran  derechos fundamentales, especialmente el derecho al habeas data.  
Al respecto en sentencia T-303 de 1998 manifestó: 

"(...) Es evidente que la permanencia del dato negativo equivocado causa, minuto a minuto, enorme daño a la persona, por lo cual es indudablemente contraria a la Constitución y altamente ofensiva para la dignidad del individuo, y que si, habiendo sido reclamada directamente la rectificación en ejercicio del Habeas Data, ella no se produce inmediatamente, hay lugar al ejercicio de la acción de tutela contra la entidad para obtener la protección del derecho fundamental violado, por medio de una orden judicial perentoria."

En consecuencia, la permanencia de un dato donde se registran antecedentes penales, tiene la potencialidad de generar una lesión ostensible a los derechos fundamentales, pues tal anotación genera consecuencias de orden jurídico para el ejercicio de otras garantías de rango constitucional, tal como lo estableció la Corte Constitucional en la sentencia T-949/03:

“[…] la Corte no puede pasar por alto que el registro de antecedentes penales tiene la potencialidad de generar consecuencias adversas para las personas, sobre todo cuando, por ejemplo, se trata de valorar en un proceso penal la buena conducta anterior, o dosificar la pena en hipótesis de reincidencia en la comisión de delitos
; o incluso para efectos de competir en el mercado laboral en igualdad de condiciones, para acceder a cargos públicos, o en ciertos eventos, para el ejercicio del derecho de locomoción, cuando la expedición de ciertos permisos o de visas para el ingreso al territorio de otros Estados está sometido al estudio previo de ciertas bases de datos por parte de las autoridades extranjeras”.
En este orden de ideas, una vez establecida la competencia del Estado para alimentar las bases de datos en cuanto hace referencia a los registros penales, así como la obligación de mantener actualizada dicha información y las consecuencias jurídicas que se derivan de las anotaciones que reposan en el mismo, debe la Sala determinar –en el presente caso- sí la “extinción de la pena “ impuesta a la actora, se convierte en una obligación para que la accionada esté en el deber de borrar del reporte el registro donde se rotula que no es requerida por autoridad judicial, para lo cual se acude a lo reglado por la Corte Constitucional en la sentencia T-632/10 donde se trata un caso que guarda analogía fáctica y jurídica con el aquí propuesto, en efecto en aquella oportunidad determinó que no le es permitido a una autoridad pública expedir información de donde se pueda inferir la existencia de datos relacionados con sanciones penales que se encuentran extintas, por ello ante lo preciso del estudio constitucional realizado por el referido Tribunal, se trascriben los análisis efectuados en dicha oportunidad, los cuales son del siguiente tenor:

“Una autoridad no puede expedir un documento público, a solicitud de un particular, con un formato que le permita a un tercero inferir información relacionada con sus antecedentes penales (aunque la pena esté cumplida o prescrita), sin justificarlo suficientemente, cuando el  titular no ha consentido en la divulgación de esa información.

8. La Corte advierte que la expedición de un documento público –como el certificado judicial-,
 con una configuración tal que le permita a un tercero inferir la existencia de antecedentes penales a nombre del titular, interfiere en el ámbito prima facie de al menos dos derechos fundamentales: el derecho al buen nombre y el derecho al habeas data. Esto no significa restarle autonomía a cada uno de estos derechos, pues sigue siendo válido que en determinados casos una actuación puede suponer una restricción de uno de esos derechos, pero no de los otros. En ese sentido, la Sala reitera que “a partir de los enunciados normativos del artículo 15 de la Constitución, [es posible identificar] la existencia-validez de tres derechos fundamentales constitucionales autónomos: el derecho a la intimidad, el derecho al buen nombre y el derecho al habeas data”.

9. Sin embargo, es preciso aclarar que la autonomía conceptual de cada derecho no es un obstáculo para considerar que, en ciertos casos, una interferencia en uno de esos derechos fundamentales es al mismo tiempo una intervención en al menos otro de ellos. Pues los derechos fundamentales son –como lo dice la Proclamación de Teherán- “indivisibles” y además –como dice la Declaración de Viena- “interdependientes”. 
 La implicación de esta concepción integral de los derechos fundamentales es más bien obvia. Básicamente se contrae a establecer que no siempre es posible, ni tampoco deseable, y en cambio ciertamente es problemático conceptualmente y, sobre todo, adverso a la protección más eficaz de los derechos fundamentales, partir de la base de que una determinada acción u omisión sólo puede afectar –si es que lo hace- uno y sólo un derecho fundamental. Pues aunque en ciertas hipótesis ese puede ser el caso, en otras no.

(…)

11. Pues bien, en ese sentido puede decirse, en primer término, que la expedición del documento público, en las condiciones precitadas, interfiere en el derecho prima facie al buen nombre de quien lo solicita (art. 15, C.P.), pues como lo muestra una relevante gama de estudios criminológicos, en las sociedades en las cuales existe un sistema penal como el colombiano, quien ha sido considerado social e institucionalmente como delincuente, además de que está obligado según las normas estatales a pagar una condena formal, recibe por parte de la sociedad –si es que esta se entera de la falta- una especie de condena adicional, de carácter informal, y es la de llevar consigo el estigma (la etiqueta) de delincuente, a pesar incluso de que muestre todos los esfuerzos encaminados a insertarse en el orden legal y a respetar hasta escrupulosamente las normas de convivencia.
 Ser delincuente es, en nuestra sociedad y sin lugar a dudas, un atributo vergonzoso tanto para quien lo fue, como con mayor razón para quien no lo ha sido y a quien se le imputa haberlo sido injustificadamente. Por eso, consignar de una u otra forma en un documento público, que debe exhibir una persona para adelantar actividades relacionadas con su libertad general de acción,
 las huellas (reales o ficticias) de su pasado deshonroso, contribuye a debilitar la reputación que ha logrado formarse, o puede incluso dificultarle construirse una en el futuro, si es que aún no lo ha conseguido.  Naturalmente existe una diferencia entre divulgar información deshonrosa mendaz e información deshonrosa verdadera, pero eso no le cambia su función interferente en el derecho prima facie al buen nombre. 

12. Por otra parte, la expedición del certificado de tal suerte que suponga la divulgación de un dato con información relativa a los antecedentes penales es, al mismo tiempo, una interferencia en el derecho prima facie al habeas data (art. 15, C.P.). Efectivamente, esto es así porque la Corte ha señalado que “el contenido esencial del derecho fundamental al hábeas data radica [en parte en que] en las actividades de recopilación, tratamiento y circulación de información personal se respetará la libertad y las demás garantías consagradas en el Texto Superior”.
 Pues bien, cuando se trata de divulgar un dato como los antecedentes penales, que tiene cuando menos un carácter semi-privado,
 y esa divulgación tiene lugar sin el consentimiento del titular, se produce una intromisión en su derecho prima facie al habeas data. La Corte lo indicó así, por ejemplo, en la sentencia C-1011 de 2008,
 cuando al examinar una norma del proyecto de ley estatutaria de habeas data en materia financiera, crediticia, comercial y de servicios, consideró ajustada a la Constitución una regulación de la divulgación y circulación de datos “privados y semi privados” que exigiera previamente el consentimiento del titular. En esa ocasión dijo la Corte que “[e]sta regla es en todo consonante con el principio de libertad previsto en el artículo 15 C.P., de acuerdo con el cual la legitimidad constitucional de los procesos de acopio, tratamiento y divulgación de datos personales se sustenta, entre otros aspectos, en que el sujeto concernido preste su autorización libre, previa y expresa”. Lo cual quiere significar que la divulgación de información de esa naturaleza (por lo menos semi-privada) sin el consentimiento del titular es, en principio, una intervención en el derecho prima facie al habeas data. 

13. Ahora bien, la Sala no advierte que una estandarización del certificado judicial, de una forma que conduzca a otras personas a conocer los antecedentes penales del titular del documento, interfiera en el derecho al trabajo, en general. No es cierto que, de manera generalizada, una persona con antecedentes penales conocidos socialmente tenga necesariamente que ver cerradas por completo sus oportunidades laborales. Por lo tanto, sólo podría alegarse de un modo admisible una intromisión en el derecho al trabajo, si se evidencia que la configuración especial del documento público en comento, es la que en un caso concreto le ha impedido a una persona conseguir trabajo y la ha conducido a ser discriminada.  Sin embargo, esa circunstancia no se da en las condiciones del tutelante, el cual simplemente aduce que se le viola su derecho al trabajo, sin ofrecer, empero, siquiera indicios de justificación de su aserto.

14. En síntesis, la expedición del certificado de un modo que dé cuenta de la tenencia, por parte de su titular, de la existencia de antecedentes penales, supone una intervención en los derechos prima facie al buen nombre y al habeas data. Debe quedar claro, sin embargo, que no cualquier interferencia en los derechos de una persona es una razón suficiente para considerar que esos derechos le han sido violados, porque precisamente a menudo para salvaguardar determinados bienes constitucionalmente aceptables, se requiere ineludiblemente limitar la satisfacción de otros. Por eso, no todas las prohibiciones que el intérprete deduzca de, o adscriba razonablemente a, la Constitución, deben ser entendidas como prohibiciones de interferencia en los derechos fundamentales, sino como prohibiciones de interferencia desproporcionada en ellos.
 Pues bien, para verificar la proporcionalidad de una determinada incidencia en los derechos fundamentales, aunque no es posible referir una “fórmula algebraica”,
 sí existen algunos criterios que deben articularse adecuadamente. Esos criterios difícilmente pueden ser definidos a priori, sino en función de un caso específico y a partir de verificar la concurrencia de determinados aspectos. En efecto, es preciso evaluar (i) la legitimidad de los fines perseguidos por la medida que interviene en el derecho fundamental (en este caso, de la divulgación del dato), (ii) la legitimidad de la medida en sí misma, (iii) su idoneidad para obtener el fin perseguido, (iv) la necesidad de la misma y, finalmente, (v) la proporcionalidad.
 Sólo si una medida que interfiere en los derechos fundamentales supera estos criterios de un modo admisible, puede decirse que es conforme a la Constitución.

15. Con todo, es preciso preguntarse: ¿a quién debe asignársele la carga de demostrar la legitimidad o ilegitimidad constitucional (proporcionalidad o razonabilidad) de la divulgación del dato? A juicio de la Sala, por regla general, la carga de acreditar la vulneración de los derechos fundamentales (de cualquiera de ellos) debe satisfacerla el demandante. Esa distribución de la carga se debe, en primer lugar, a una disposición expresa del Decreto 2591 de 1991, el cual establece que el accionante en su tutela debe como mínimo exponer, entre otros aspectos, cuál es “la acción o la omisión que la motiva” y, además, “la descripción de las demás circunstancias relevantes para decidir” (art. 14). Pero se debe, además, en segundo lugar, a que así la ha asignado la Corte, por regla general, en su jurisprudencia. Efectivamente, la regla general en la distribución de cargas dentro del proceso de tutela es que quien debe correr con las consecuencias de no acreditar los hechos narrados o de no demostrar la violación de los derechos fundamentales, en la acción de tutela, es el propio accionante.
 

16. No obstante, excepcionalmente, las cargas (de la prueba y de la argumentación) se invierten en determinados casos y en función de al menos tres criterios. Un primer criterio, usado en la jurisprudencia constitucional, viene determinado por (i) la capacidad del tutelante o del demandado de aportar las pruebas o los argumentos relacionados con la decisión de fondo del amparo. Así, por ejemplo, en aquellos casos en los cuales el tutelante es un sujeto de especial protección, o una persona en condiciones de relevante vulnerabilidad,
 la  carga se invierte y debe ser satisfecha por quien tiene capacidad real de cumplirla. Por eso la Corte ha señalado, entre otras en la sentencia T-741 de 2004,
 en un caso en el cual se discutía si un miembro de las Fuerzas Militares había sido sometido a tratos crueles e inhumanos, que la regla de distribución de cargas estaba sujeta a alteraciones en función de las especiales circunstancias de debilidad del accionante, en relación con el demandado: 

“[l]a regla general en materia de pruebas en los procesos de tutela consiste en que quien alega la vulneración de un determinado derecho fundamental debe probar los hechos que sustentan su acusación en la medida en que ello le sea posible
; por tal razón, en cierto tipo de casos, en los cuales quien alega la violación de su derecho se encuentra en posición de debilidad o subordinación frente a la persona o autoridad de quien proviene la violación, se ha dado un alcance distinto a dicho deber probatorio, distribuyendo la carga de la prueba en favor de la parte menos fuerte en la relación, de forma tal que ésta únicamente se vea obligada a demostrar –con pruebas adicionales a su declaración consistente y de buena fe- aquellos hechos que esté en la posibilidad material de probar, correspondiéndole a la otra parte la prueba de las circunstancias que alegue en su favor para desvirtuar lo alegado en su contra. Así ha sucedido, por ejemplo, en múltiples casos relacionados con discriminación  en el ámbito laboral.
 La justificación de esta distribución de la carga de la prueba radica en la dificultad con la que cuenta la parte débil de una determinada relación para acceder a los documentos y demás materiales probatorios necesarios para acreditar que cierta situación le es desfavorable y constituye un desconocimiento de sus derechos; es de elemental justicia que sea la parte privilegiada y fuerte, por su fácil acceso a los materiales probatorios en cuestión, quien deba asumir dicha carga procesal. Por eso, en materia de tutela, la regla no es “el que alega prueba”, sino “el que puede probar debe probar”, lo cual redistribuye la carga probatoria en beneficio de la protección de los derechos
”.

17. Pero, ese no es el único criterio para la asignación de cargas. También es importante verificar, en cada caso concreto, la concurrencia de otros dos factores: (ii) la certidumbre de la intervención (de la afectación) a los derechos fundamentales invocados, y (iii) el nivel de representatividad y participación democrática con la cual fue expedido el acto del poder público objeto de control constitucional. En efecto, tanto el segundo como el tercer criterio han sido establecidos por la Corte Constitucional, en su Sala Plena, al momento de aproximarse a la definición de la intensidad con la cual debe controlarse la constitucionalidad de los actos del poder público que intervienen derechos fundamentales.
 Por eso, en uno de los más recientes pronunciamientos, en la Sentencia C-720 de 2007,
 la Corte decidió aplicar un nivel especialmente intenso del juicio de proporcionalidad, que supone precisamente invertir la carga de la prueba y trasferirla del demandante al demandado,
 en razón de que se examinaba la constitucionalidad de una norma que interfería de forma cierta en un derecho fundamental (la libertad personal) y de que la norma había sido expedida por una autoridad (Presidente de la República en ejercicio de facultades extraordinarias) que carecía del carácter plural y deliberativo propio de la voluntad política genuinamente democrática. Dijo, en específico, la Corporación: 

“en el presente caso corresponde aplicar el principio de proporcionalidad en su versión más estricta, toda vez que la medida de retención transitoria afecta de manera cierta el goce de un derecho constitucional fundamental, como la libertad personal, aparte de los restantes derechos fundamentales que se ven comprometidos por las condiciones que acompañan tal privación. De otra parte, no se trata de una norma expedida por el Congreso sino por el Ejecutivo, en virtud de las amplias facultades legislativas que la Carta vigente hasta 1991 permitía atribuir a este órgano. Tal circunstancia, como lo ha señalado esta Corte, disminuye relativamente la presunción de constitucionalidad de las normas y la deferencia que en su enjuiciamiento debe observar el juez constitucional. En efecto, como se sabe, las normas provenientes del poder Ejecutivo carecen del carácter plural y deliberativo que está presente en la formación de la voluntad política que tiene lugar en el Congreso”.

18. Pues bien, en este caso la Corte constata que ambas partes están de acuerdo sobre los hechos. Tanto El Señor K como el DAS aceptan que al primero se le expidió un certificado judicial con la siguiente inscripción: “REGISTRA ANTECEDENTES, PERO NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD JUDICIAL”. Eso supone que no es preciso verificar a quién le correspondía cumplir la carga de la prueba (de la parte fáctica), pues hay acuerdo entre las partes sobre los hechos. La pregunta es, entonces, a cuál de ellos (al tutelante o al DAS) se le debe asignar la carga de argumentación acerca de la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la medida. 

19. A juicio de la Sala, quien debía ofrecer argumentos suficientes para justificar la legitimidad constitucional de la divulgación de la información relativa a los antecedentes penales del peticionario, era el DAS. Es decir, era el demandado quien tenía la carga de argumentar en el sentido de que la medida es proporcional, y eso al menos por tres razones. (i) En primer lugar, porque está en mejor posición que el actor para ofrecer argumentos jurídicos de constitucionalidad que el peticionario. En efecto, se trata de toda una estructura administrativa (nacional), y no sólo de un agente o de una oficina seccional, pues como lo manifestó la Dirección Seccional, en este caso se trata de la aplicación directa de una norma general y abstracta, librada por el “Subdirector del DAS, encargado de las funciones del despacho de la dirección, en ejercicio de sus facultades legales, en especial de las que le confiere el Decreto 3738 de 2003”.
 Al considerar que es del DAS la carga de justificar la licitud constitucional de la medida, la Corporación aplica un criterio de distribución de la carga que es similar al principio “el que puede probar debe probar”, sólo que en materia argumentativa: “el que puede argumentar, debe argumentar”. 

20. Pero, hay una segunda razón para que sea el DAS quien asuma el imperativo de justificar la constitucionalidad de sus actos mediante argumentos, y es que (ii) a partir de los hechos está demostrado que con ellos se incide de manera cierta en los derechos prima facie al buen nombre y al habeas data. Esa sola constatación indica que no se trata simplemente de un caso en el cual las partes están de acuerdo en cuanto a los hechos, pero que en todo caso no se advierte siquiera una levísima incidencia en los derechos fundamentales de una persona. Al contrario, este es un caso en el cual existen claras evidencias de que la forma en la cual se le expidió al tutelante su certificado judicial, y la forma como en adelante será expedido a causa de la Resolución 750 de 2010 del DAS, interfiere de manera cierta en sus derechos al habeas data y al buen nombre, pues pone en riesgo altamente probable su reputación en la sociedad, y supone la exhibición de información que el tutelante quiere que el público ignore. Por eso, el DAS con mayor razón debe asumir su deber de demostrar –si es que ese es el caso y así lo considera adecuado- que aun cuando se produce una intervención en los mencionados derechos fundamentales, esa intromisión es en todo caso proporcional.

21. Finalmente, la Corporación debe resaltar (iii) que el DAS es una entidad administrativa, no representativa, pluralista, ni deliberante, y por lo tanto sus actuaciones deben estar sometidas a un más intenso escrutinio de constitucionalidad, que justifica el traslado de la carga de la prueba y la argumentación hacia su persona. En ese sentido, dado que el DAS no representa al pueblo de Colombia, ni tampoco por supuesto revela necesariamente su diversidad, ni es un organismo que adopte sus decisiones por medio de deliberaciones amplias y abiertas, tiene la carga de justificar con razones pertinentes y suficientes que una determinada medida adoptada por él es conforme a la Constitución. 
22. Así las cosas, la Corporación advierte que el DAS tenía la carga de justificar la constitucionalidad de su actuación (de la expedición de certificados judiciales de un modo que da cuenta de que una persona tiene antecedentes penales). No obstante, advierte asimismo que ni los argumentos esgrimidos en las partes motivas de las Resoluciones que reglamentan la configuración del certificado, ni los que reposan en el memorial presentado en este proceso, son suficientes para concluir que sus actos y operaciones se ajusten a la Constitución. 

(…)

25. Y es que, ni siquiera en el memorial con el que interviene en el presente proceso, el DAS aporta razones suficientes sobre la legitimidad constitucional de la medida. En primer lugar, y ese aspecto pasará a desarrollarse  a continuación, los argumentos presentados por el DAS en su respuesta a la acción de tutela, se dirigen (i) a defender la legitimidad constitucional del registro que lleva en su base de datos, pero no de la divulgación de los datos registrados de uno u otro modo; (ii) a defender la legalidad de la divulgación de los datos, pero no precisamente su constitucionalidad, y (iii) a sostener que la divulgación persigue un fin constitucional legítimo, cual es el de informar “a los órganos de la administración pública sobre hechos ciertos, que como tal generan efectos, cumpliendo, claro está con los requisitos de veracidad e imparcialidad”, pero no a demostrar que el medio sea idóneo, necesario y proporcional. 

26. En efecto, (i) el primero de los argumentos esgrimidos por la autoridad demandada, no responde realmente a las acusaciones plasmadas en la acción de tutela. El peticionario nunca cuestionó la constitucionalidad del registro de un dato como el que se refiere a sus antecedentes penales. Ahora bien, si lo que pretende el DAS es justificar la constitucionalidad de la divulgación del dato, por la vía de justificar la legitimidad de los registros de antecedentes de una persona en una base de datos, entonces emprende un camino inadecuado. En efecto, es posible que el Estado tenga la competencia para registrar determinados datos de una persona, pero no para divulgarlos (…).
27. De hecho, para la Sala, es cierto que el derecho al buen nombre se interfiere, no cuando simplemente se divulga una información relacionada con la vida de una persona, sino cuando esa información es deshonrosa para ella. En ese sentido, comparte lo manifestado por el DAS en el sentido de que, al menos en parte, es el propio agente quien contribuye a desvirtuar su reputación en la sociedad. No obstante, el hecho de que el respeto del buen nombre se edifique, al menos en parte, sobre el resultado de las acciones propias, no implica que en nuestro ordenamiento exista alguna pretensión de perfectibilidad humana. Si bien es cierto el ordenamiento impone una serie de deberes que apuntan al comportamiento de las personas en aras de la convivencia en sociedad, esto no significa que la participación en la vida pública y el ejercicio de los derechos fundamentales esté ligado de algún modo a una forma específica de conducta y consiguientemente que las infracciones posibles a las normas, ocurridas en el transcurso de una historia vital, supongan la definición de un perfil existencial que implique, para su protagonista, la exclusión práctica de la protección y el amparo constitucional a sus derechos fundamentales.  Por tanto, incluso una persona que haya cometido faltas reprochables socialmente tiene derecho al respeto, protección y garantía de sus derechos constitucionales.
28. De otro lado, (ii) el segundo de los argumentos del DAS está encaminado a justificar la publicación de esa información en el certificado judicial, por medio de un razonamiento enderezado a evidenciar la legalidad de la divulgación de datos. O, incluso menos que legalidad, pretende justificarla por medio de argumentos orientados a demostrar su juridicidad: su conformidad con normas infra legales. Pero, no repara el DAS, en su razonamiento, en el régimen especial de los datos almacenados en su base, establecido en el artículo 4 del Decreto 3738 de 2003 –‘Por el cual se dictan normas sobre reseña delictiva y expedición de Certificados Judiciales y se reglamenta el Decreto 218 de 2000’-, el cual dispone precisamente que los registros llevados a cabo por el DAS sólo podrán ser informados o certificados si así lo solicita uno de los siguientes sujetos: o el titular de la información (aquél a quien se refieren los datos) o las autoridades judiciales competentes, en los casos determinados por la ley.
 Pues, si hubiera interpretado esa normatividad de una manera celosa, habría advertido que esa reglamentación se infringe al expedir el certificado de un modo que indica la existencia, en una base de datos, de información que el titular no desea que otras personas conozcan, pues lo que proscribe el Decreto no es sólo que el DAS expida o certifique información a sujetos distintos de los señalados, sino también que se expida el certificado con información que el titular no desea que los demás conozcan, porque tiene carácter semi-privado. 

29. Por último, en relación con el tercer argumento, (iii) el DAS manifiesta que la expedición del certificado en la forma indicada, persigue una finalidad legítima, que es la de informar “a los órganos de la administración pública sobre hechos ciertos, que como tal generan efectos, cumpliendo, claro está con los requisitos de veracidad e imparcialidad”. No obstante, y sin que la Corte emita un enjuiciamiento integral y definitivo sobre la legitimidad del fin, incluso si se acepta que ese fin es conforme a la Constitución, en tanto que no contraviene una prohibición expresamente dispuesta en la misma, no hay ningún argumento encaminado a demostrar que la medida sea adecuada, necesaria y proporcional. Por lo tanto, las razones esgrimidas por el DAS son insuficientes.

30. Ahora bien, de todo esto resulta que, a juicio de la Corte, la divulgación de la información relativa a la tenencia de antecedentes penales, en un documento público como el certificado judicial, cuando el titular de la información no desea que otras personas conozcan esos datos, viola la Constitución en tanto no están justificadas las interferencias que ella produce en los derechos al buen nombre y al habeas data (art. 15, C.P.). Con todo, cabe preguntarse si la acción de tutela es procedente, en este caso, para obtener la protección. La respuesta es afirmativa, por las siguientes razones. (i) En primer lugar, porque el accionante no cuestiona la Resolución del DAS, sino la expedición de su certificado judicial, de modo que no demanda un acto general y abstracto (contra el cual la tutela es en principio improcedente) sino una actuación particular y concreta. (ii) En segundo lugar, porque aun cuando contra esa actuación cabría una acción ante la justicia contencioso administrativa, la acción de tutela debe decidirse de fondo debido a que  ella tiene la virtualidad de satisfacer la demanda de pronta respuesta, que subyace en las reclamaciones del tutelante, con un grado de eficacia superior al de ese otro medio de defensa judicial.
 (iii) En tercer lugar, porque el perjuicio que se le ocasionaría al tutelante si no fuera resuelto prontamente el asunto sería irremediable. Para empezar sería grave, pues tendría la virtualidad de afectar dos de sus derechos fundamentales; esa afectación sería además actual, pues está en estos momentos en su certificado judicial; pero por otro lado demanda una actuación urgente e impostergable, pues cuanto más se tarde el Estado en solucionar la situación, más tiempo durará la información divulgada en su documento, y menores posibilidades habrá de reparar realmente el perjuicio ocasionado.

31. Pues bien, dado que se constató la violación a sus derechos al buen nombre y al habeas data, la Corte procederá a tutelarlos. Pero, además, debido a que se trata de un enjuiciamiento realizado a propósito de la aplicación de una norma de carácter general y abstracto, sólo procederá la Corte a ordenar que se expida nuevamente el certificado judicial al tutelante, y en él no podrá exponerse ningún elemento que le permita a un tercero inferir que él tiene antecedentes penales. En ese sentido, hacia el futuro, en caso de que El Señor K solicite nuevamente otro certificado judicial, deberá inaplicarse la Resolución 750 del dos (02) de julio de dos mil diez (2010), si es que todavía está vigente.

Así las cosas, atendiendo los lineamientos jurisprudenciales arriba anotados procede la Sala a efectuar el estudio de la situación concreta de la referida actora, no sin antes advertir que el mismo se circunscribe –tal como se anotó- a determinar si el rótulo que aparece en el texto de certificado judicial de la petente, esto es que “no es requerido por autoridad judicial”, provoca una lesión a sus derechos fundamentales, por cuanto le permite inferir a terceros que posee antecedentes penales y desde tal consecuencia se limitan –sustancialmente- sus derechos.

4.- Análisis del caso concreto.-

En el presente caso se –reitera- que la actora fue condenada por el Juzgado 23 Penal del Circuito de Medellín a la pena principal de 20 meses de prisión como responsable del delito de falsedad material de particular en documento público y se le concedió la ejecución condicional de la misma e igualmente se sabe que conforme a la constancia expedida por el citado despacho judicial “el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad en julio 25 de 2003 declaró la EXTINCIÓN DE LA PENA impuesta a la señora LEDIS ORBILIA RODRÍGUEZ MEDINA, por lo que la antes mencionada no es requerida en razón de este proceso. Actualmente el expediente se encuentra archivado” (fl.6).
En efecto, siendo esta la situación procesal en la cual se encuentra la actora, fácil es concluir que se declaró la extinción de la pena y pese a la existencia de dicha decisión judicial, sigue apareciendo la anotación antes identificada, circunstancias que deben ser analizadas a la luz de lo dictado por la Corte Constitucional en la sentencia T-540/04 donde precisó:
“Por otra parte, y en cuanto los antecedentes penales que según el actor para el momento en que interpuso la acción de tutela le aparecían en las oficinas del DAS, encuentra la Corte que independientemente de lo que acaba de sostenerse respecto a la posible homonimia o suplantación, lo cierto es que el Juzgado 3 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, mediante proveído del 27 de junio de 2001, declaró extinguida la condena impuesta al señor Luis Alejandro Herrera Aguilar por el delito de porte ilegal de armas de fuego por parte del Juzgado accionado, y que dicha actuación fue debidamente informada al DAS, razón por la cual no se entiende el motivo por el cual esta autoridad no obró conforme a lo dispuesto en el Decreto 2398 de 1986 y canceló en el prontuario correspondiente al actor - pues los nombres y número de cédula coinciden con el del condenado- ese antecedente penal
. (s.f.t.)

Como en diversas oportunidades lo ha resaltado esta Corporación, el derecho al habeas data tiene una dimensión positiva que comprende “(i) el derecho a figurar en los archivos de información o en las bases de datos de las cuales depende el acceso a un derecho o servicio básico; (ii) el derecho a que la información sea correcta, completa y actualizada; y (iii) el derecho a que circule por los conductos regulares de manera efectiva y oportuna hasta la autoridad administrativa competente para decidir sobre el acceso al derecho o al servicio”
.

Los registros de antecedentes penales producen efectos cuando dentro de un proceso penal se trata de valorar la buena conducta anterior o la dosificación de la pena, y el no estar actualizados constituye un problema tanto para la autoridad judicial como para el propio interesado (s.f.t.).

Con esa omisión en la actualización de la información que reposa en sus registros, el DAS afectó el derecho al habeas data del peticionario, como en efecto advirtieron los jueces de instancia”.
En conclusión, atendiendo los presupuestos fácticos esbozados en precedencia, la Sala en ningún momento cuestiona la obligación del Estado de tener en sus bases de datos los registros históricos que reflejen el comportamiento penal de los ciudadanos, pues a través de dicha prerrogativa garantiza la seguridad de las instituciones y de la sociedad, pero sí dicha prerrogativa estatal se analiza de cara a las garantías constitucionales y la filosofía que orienta al Estado Social de Derecho mismo que se funda en el respeto por la dignidad humana, no se puede permitir que la información ahí depositada carezca de un límite temporal.

En efecto dentro de los elementos mínimos que configuran la racionalidad que define un Estado de Derecho, no puede considerarse la existencia de sanciones irredimibles e imprescriptibles que de manera intemporal afecten el ejercicio de otros derechos y tal como se expuso con anterioridad -atendiendo los lineamientos fijados en la jurisprudencia constitucional arriba citada- el rótulo que reposa en el mencionado certificado penal, permite inferir la existencia de antecedentes, lo cual genera consecuencias jurídicas de diversa índole que afecta el ejercicio integral de otras garantías constitucionales de la petente, tal como se aduce en el sub lite que producto del mismo ocurrió la pérdida del empleo, situación ante la cual existe la obligación de la entidad accionada de actualizar el registro garantizando que el mismo refleje la real situación procesal de la solicitante de amparo constitucional, sin que con dicho proceder administrativo, se genere -como consecuencia- que el rótulo sea borrado de la base de datos del Estado, pues se encuentra demostrada la extinción de la pena y de perdurar tal registro se afectan derechos de los cuales es titular la solicitante.

En efecto, no puede asimilarse la competencia administrativa que tiene el DAS de consolidar la información de los antecedentes penales de los ciudadanos en Colombia, con la garantía constitucional a que los datos que en ella reposan se actualicen y tal rectificación impacte en la certificación que sobre los mismos se expida al usuario del sistema, pues en caso contrario se causa una lesión al derecho constitucional de habeas data.

Por lo anotado esta Colegiatura estima imperativo REVOCAR la decisión impugnada que negó el amparo de los derechos fundamentales, para en su lugar CONCEDER la protección de los derechos fundamentales al buen nombre y habeas data de la actora, en consecuencia se ordena a la entidad accionada –en su Seccional de Antioquia- que dentro del término de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación del presente fallo, expida a la señora LEDIS ORBILIA RODRÍGUEZ MEDINA un nuevo certificado judicial donde se excluya la información relacionada con la existencia de antecedentes penales, para lo cual debe inaplicar el contenido de las Resoluciones 1157 de 2008 y 750 de 2010, respecto de las solicitudes de expedición del certificado de la actora.

En mérito de lo expuesto, el Consejo Superior de la Judicatura -Sala Jurisdiccional Disciplinaria-, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO.- REVOCAR la decisión de instancia, para en su lugar proteger los derechos fundamentales al buen nombre y habeas data de la señora LEDIS ORBILIA RODRÍGUEZ MEDINA.

SEGUNDO.- ORDENAR al DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD –SECCIONAL ANTIOQIA- que dentro del término de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación del presente fallo, expida a la señora LEDIS ORBILIA RODRÍGUEZ MEDINA un nuevo certificado judicial donde se excluya la información relacionada con la existencia de antecedentes penales, para lo cual debe inaplicar el contenido de las Resoluciones 1157 de 2208 y 750 de 2010, respecto de las solicitudes de expedición del certificado de la petente de amparo constitucional.
TERCERO.- Una vez notificados todos los intervinientes, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.    

COMUNÍQUESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE.
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� La Sala de tutela de primera instancia, estuvo conformada por los Magistrados LEOVIGILDO SUÁREZ CÉSPEDES y LUIS EDMUNDO RIVAS ARGOTE (fl.40).


� Hizo referencia al radicado No. 110011102000201000478 M.P. JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ.


� Sentencia T-542 de 2003.


� El parágrafo del artículo primero de la Ley 190 de “Por la cual se dictan normas tendientes a preservar la moralidad en la administración pública y se fijan disposiciones con el fin de erradicar la corrupción administrativa” consigna: PARÁGRAFO. Quien fuere nombrado para ocupar un cargo o empleo público o celebre un contrato de prestación de servicios con la administración deberá, al momento de su posesión o de la firma del contrato, presentar certificado sobre antecedentes expedido por la Procuraduría General de la Nación y el certificado sobre antecedentes penales expedido por el Departamento Administrativo de Seguridad, DAS. Sólo podrán considerarse como antecedentes las providencias ejecutoriadas emanadas de autoridad competente.


� Artículos 33 y 34 del Decreto Ley 2535 de 1993.


� Ley 43 de 1993, artículo 25 parágrafo 2.


� Artículo 105 literal g del Decreto 2737 de 1989, Código del Menor.


� El certificado judicial es el documento que expide el DAS a solicitud de los ciudadanos, en el que se acredita que determinada persona no tiene asuntos pendientes con las autoridades judiciales y de policía.  Dicho documento se  requiere para la salida del país, la posesión en empleo del sector público, vinculación laboral al sector privado (opcional), compra de armas y realizar contratos con el Estado. 


� DECRETO 1657 de 1992 "por el cual se señala el valor del Certificado Judicial y de Policía y de los documentos de extranjería que expide el Departamento Administrativo de Seguridad   


� DECRETO 2398 de julio 29 de 1986 "por el cual se dictan normas sobre reseña delictiva, cancelación de antecedentes y expedición de Certificaciones Judiciales y de Policía.  


� Artículo 1º En el Departamento Administrativo de Seguridad, se llevará a cada persona que sea reseñada, un solo prontuario con las anotaciones que deben constar en tales documentos de acuerdo con la ley. 


Parágrafo 1º A las personas a quienes las autoridades judiciales o de policía soliciten antecedentes o capturas, antes del auto de detención, se les abrirá una tarjeta guía alfabética, con los datos y anotaciones correspondientes.  


�Artículo 5º Cuando los funcionarios encargados de expedir los certificados judiciales o de Policía, tuvieren conocimiento de que sobre las anotaciones que aparecieren en los archivos existen fallos definitivos deberán oficiar al funcionario correspondiente, solicitando el informe respectivo.  Si pasados quince (15) días, no se recibiere respuesta deberá expedirse el Certificado Judicial en caso de existir petición de parte, dejando la constancia respectiva de esta solicitud.  


Este trámite también deberá hacerse cuando se tenga conocimiento que ha transcurrido un tiempo igual o superior al que el Código Penal exige para la prescripción, evento en el cual no se tendrá en cuenta el término de los quince (15) días de que trata el presente artículo.  


� Artículo 24, Decreto 218 de 2000“Corresponde a la Subdirección de Investigaciones Especiales el ejercicio de las siguientes funciones:


1º. Desarrollar las facultades de Policía Judicial de conformidad con la naturaleza y funciones propias del Departamento Administrativo de Seguridad;


2º. Prestar a la Fiscalía General de la Nación y a las autoridades Judiciales la cooperación prevista en la ley, de conformidad con la naturaleza y funciones propias del Departamento Administrativo de Seguridad; 


3º. Organizar, actualizar y conservar los registros delictivos y de identificación nacionales, con base en el canje interno y en los informes o avisos que deben rendir oportunamente las autoridades judiciales de la República, sobre iniciación, tramitación y terminación de procesos penales, órdenes de captura, medidas de aseguramiento, autos de detención, enjuiciamiento, sobreseimiento y revocatorias proferidas y sobre las demás determinaciones previstas en el Código de Procedimiento Penal;


4º. Expedir los certificados judiciales y de policía, de conformidad con las normas vigentes sobre la materia”;


� Sobre el punto cfr., consideración 2.5. Sentencia T-455 de 1998.


� En la sentencia C-536 de 2006 (MP Humberto Sierra Porto), la Corte Constitucional señaló: “[c]omo ha definido esta Corporación el certificado de antecedentes judiciales “es un documento expedido por el Departamento Administrativo de Seguridad, en el cual se certifica la situación judicial de un ciudadano frente a la justicia y autoridades colombianas. Estipula si el titular no tiene asuntos pendientes con las autoridades judiciales y de policía, o si no es solicitado por las mismas autoridades”. ║ Este documento público actualmente es regulado por el Decreto reglamentario 3738 de 2003. De conformidad con dicho reglamento su expedición corresponde al Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, con base en la información que repose en los archivos de esta entidad (Art. 1). Para estos efectos el Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, mantendrá y actualizará los registros delictivos y de identificación nacionales de acuerdo con los informes y avisos que para el efecto deberán remitirle las autoridades judiciales (Art. 3). Los archivos del Departamento Administrativo de Seguridad, en esta materia, tendrán carácter reservado y en consecuencia sólo se expedirán certificados o informes de los registros contenidos en ellos a los peticionarios de sus propios registros, mediante la expedición del certificado Judicial; y a los funcionarios judiciales y organismos con facultades de policía judicial, que por razón o con ocasión de sus funciones, adelanten investigación, referente a la persona de quien la solicitan, previo requerimiento escrito (Art. 4). Actualmente estos documentos tienen validez por un año a partir de su fecha de expedición (Art. 6)””. 


� Sentencia T-729 de 2002 (MP Eduardo Montealegre Lynett). 


� Desde la sentencia T-414 de 1992 (MP Ciro Angarita Barón), la Corte le ha reconocido valor de criterio doctrinal a la Proclamación de Teherán. En esa oportunidad, la Corporación usó una de las proclamaciones para precaver a las libertades de las eventuales afectaciones que podrían cernirse sobre ellas a causa del desarrollo tecnológico. Más recientemente, ese valor ha sido ratificado, por ejemplo, en la sentencia T-760 de 2008 –anexo 2- (MP Manuel José Cepeda Espinosa), en la cual la Corte Constitucional indicó que la Proclamación de Teherán, dictada por la Conferencia Internacional de los Derechos Humanos, había sido promulgada como un pronunciamiento “acerca de los progresos logrados en los veinte años de vigencia de la Declaración Universal (1948) y del programa que se deb[ía] preparar para el futuro”.


� En especial el denominado ‘enfoque del etiquetamiento’ o del ‘labelling approach’, epistemológicamente relacionado con el ‘interaccionismo simbólico’, señala que el delito es una calificación social e institucional de ciertos actos, y el delincuente es una calificación social e institucional de ciertas personas que incurren en dichos actos. Pero, además, indica que una vez una persona es calificada como ‘desviada’ o ‘delincuente’ por la sociedad, amén de que recibe una condena penal institucionalizada, recibe además la condena de ser usualmente etiquetado de ahí en adelante como delincuente y enrolado en esa categoría, a pesar de haberse resocializado y estar dispuesto a acatar las normas de convivencia. Los puntos centrales de este enfoque son expuestos por Larrauri, Elena: La herencia de la criminología crítica, segunda edición, México, Siglo veintiuno editores, 1992, pp. 25 y ss. Véase, además, a Zaffaroni, Eugenio Raúl: En busca de las penas perdidas, Segunda edición, Bogotá, Temis, 1990, pp. 44 y 45.


� Pues el certificado judicial no se requiere sólo para conseguir trabajo, sino también, como lo señaló la Corte en la Sentencia C-536 de 2006 (MP Humberto Sierra Porto), 1. Para posesionarse en cualquier empleo o cargo público y para celebrar contratos de prestación de servicios con la administración. 2. Para la tenencia o porte de armas de fuego. 3. Para trámite de visa, siempre y cuando sea solicitado por la respectiva embajada. 4. Para ingresar al Ecuador. 5. Para recuperar la nacionalidad colombiana de quienes hubieren sido nacionales por adopción. 6. Para la adopción de menores de edad.


� Sentencia C-1011 de 2008 (MP Jaime Córdoba Triviño). 


� Pues pertenece a una esfera de la personalidad que si bien no es íntima o reservada, tampoco es pública ya que no puede ser divulgada indiscriminadamente y sin propósitos constitucionalmente aceptables, o en todo caso de forma desproporcionada. 


� (MP Jaime Córdoba Triviño).


� Esa interpretación de las prohibiciones constitucionales está presente, entre muchas sentencias, en la C-720 de 2007 (MP Catalina Botero Marino, AV Catalina Botero Marino), en la cual la Corte reconoció que una medida de policía era inconstitucional no por intervenir el derecho fundamental a la libertad personal, sino por hacerlo de un modo desproporcionado. Una solución distinta, pero con un razonamiento similar en lo metodológico, puede verse en la Sentencia C-309 de 1997 (MP Alejandro Martínez Caballero), en la cual la Corporación estimó que aun cuando la obligación para los pasajeros de un automóvil de usar cinturón de seguridad suponía una intervención en el libre desarrollo de la personalidad, no constituía una intervención excesiva.


� Como dice Nino al referirse a los límites del juez constitucional al momento de controlar la constitucionalidad de las leyes. Véase, Nino, Carlos Santiago: La Constitución de la democracia deliberativa, Trad. Roberto P. Saba, Barcelona, Gedisa, 1997, p. 276.


� Esos criterios se articulan usualmente, por ejemplo en la jurisprudencia de la Corte, bajo la denominación de ‘juicio’ o ‘test’ de proporcionalidad. Este juicio es “un criterio de interpretación constitucional que pretende impedir los excesos o defectos en el ejercicio del poder público, como una forma específica de protección o de realización de los derechos y libertades individuales” (Sentencia C-799 de 2003 MP Marco Gerardo Monroy Cabra). 


� Véase, al respecto, la Sentencia T-131 de 2007 (MP Humberto Sierra Porto). En esa oportunidad, la Corte Constitucional resolvía el caso de una persona que reclamaba un traslado dentro de la rama judicial pero sin acreditar los hechos en los cuales se fundaba para presentar su solicitud. Las Corporación, luego de hacer un examen de los criterios para asignar las cargas, manifestó que, en principio, “quien instaure una acción de tutela por estimar vulnerados o amenazados sus derechos fundamentales tiene la carga procesal de probar sus afirmaciones […]”. 


� La Corte Constitucional, en diversas oportunidades, ha invertido la carga de la prueba y de la argumentación. Así, por ejemplo, ha manifestado que en los casos en que una persona presuntamente ofendida se encuentra en una situación de debilidad o subordinación frente a otra persona o frente a la autoridad de quien proviene la violación, la distribución de la carga de la prueba debe tener en cuenta cuál es la parte más débil de la relación. Así lo hizo, por ejemplo, en la sentencia T-741 de 2004 (MP Manuel José Cepeda Espinosa), en un caso en el cual una persona solicitaba atención médica por parte del Sistema de Salud de las Fuerzas Militares, dijo en relación con este tema lo siguiente: “[p]or eso, en materia de tutela, la regla no es “el que alega prueba”, sino “el que puede probar debe probar”, lo cual redistribuye la carga probatoria en beneficio de la protección de los derechos”. 


� (MP Manuel José Cepeda Espinosa). Además en la Sentencia T-131 de 2007 (MP Humberto Sierra Porto). 


�  En este sentido, se puede consultar la sentencia T-835 de 2000 (M.P. Alejandro Martínez Caballero).


�  Ver la sentencia T-638 de 1996 (MP Vladimiro Naranjo Mesa), entre otras.


�  Ver la sentencia T-772 de 2003 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa), y el Decreto 2591 de 1991, artículos 3, 20, 21 y 22. 


� Sentencia T-741 de 2004 (MP Manuel José Cepeda Espinosa). Así lo ha reiterado la Corte, además, en la citada Sentencia T-131 de 2007 (MP Humberto Sierra Porto), en la cual de forma completa expresó: “quien instaure una acción de tutela por estimar vulnerados o amenazados sus derechos fundamentales tiene la carga procesal de probar sus afirmaciones; tan sólo en casos excepcionales, dadas las especiales condiciones de indefensión en que se encuentra el peticionario, se ha invertido jurisprudencialmente la carga de la prueba a favor de aquél”.


� Un test más intenso de constitucionalidad implica un traslado de la carga de la prueba y de la argumentación de los hombros del demandante a los del demandado. Sobre las intensidades del test, en particular,  puede verse la sentencia C-673 de 2001 (MP Manuel José Cepeda Espinosa, AV Jaime Araújo Rentería y Álvaro Tafur Galvis), en la cual la Corte diferenció esencialmente tres niveles de intensidad del test:  (i) test leve, según el cual es suficiente que la medida persiga un fin legítimo (o no prohibido por la Constitución) y que sea idónea para alcanzar el fin propuesto para que, en principio, la misma supere el juicio de proporcionalidad.  Tal es el estándar que, en principio, corresponde aplicar en el enjuiciamiento de medidas que versan exclusivamente sobre materias 1) económicas, 2) tributarias o 3) de política internacional, sin que ello signifique que el contenido de una norma conduzca inevitablemente a un test leve; 4) cuando está de por medio una competencia específica definida por la Constitución en cabeza de un órgano constitucional; 5) cuando se trata del análisis de una normatividad preconstitucional derogada que aún surte efectos en el presente; y 6) cuando del contexto normativo del artículo demandado no se aprecie prima facie una amenaza para el derecho en cuestión. (ii) Test intermedio, en el cual ya no sólo se requiere que el fin sea legítimo sino además constitucionalmente importante, en tanto la medida enjuiciada promueve intereses públicos que gozan de protección constitucional.  Adicionalmente se exige que el medio, no solo sea adecuado, sino efectivamente conducente a alcanzar el fin buscado por la norma sometida a control judicial y que la medida no resulte evidentemente desproporcionada en términos del peso ponderado del bien constitucional perseguido respecto del bien constitucional sacrificado. Dicho estándar ha de aplicarse, según lo establecido por esta Corte: 1) cuando la medida puede afectar el goce de un derecho constitucional no fundamental, o 2) cuando existe un indicio de arbitrariedad que se refleja en la afectación grave de la libre competencia. (iii)  Test estricto, que incorpora elementos especialmente exigentes.  Así, en este tipo de estándar no sólo se exige que el fin de la medida sea legítimo e importante, sino además imperioso. El medio escogido debe ser no sólo adecuado y efectivamente conducente, sino además necesario, o sea, que no pueda ser remplazado por un medio alternativo menos lesivo. Adicionalmente, se incluye la aplicación de un juicio de proporcionalidad en sentido estricto, conforme al cual los beneficios de adoptar la medida enjuiciada deben ser claramente superiores a las restricciones que ella impone a los principios constitucionales afectados con la misma.  De acuerdo con la jurisprudencia de esta Corte, el test estricto se aplica en los siguientes eventos:  1) cuando está de por medio una clasificación sospechosa como las enumeradas en forma no taxativa a manera de prohibiciones de discriminación en el inciso 1º del artículo 13 de la Constitución; 2) cuando la medida recae principalmente en personas en condiciones de debilidad manifiesta, grupos marginados o discriminados, sectores sin acceso efectivo a la toma  de decisiones o minorías insulares y discretas; 3) cuando la medida prima facie afecta el goce de un derecho constitucional fundamental; 4) cuando se examina una medida que crea un privilegio. 


� (MP Catalina Botero Marino, AV Catalina Botero Marino). 


� Como lo dispuso la Corte Constitucional en la Sentencia C-673 de 2001 (MP Manuel José Cepeda Espinosa, AV Jaime Araújo Rentería y Álvaro Tafur Galvis).


� Como lo dice expresamente la Resolución 1157 de 2008 después del título, acto que precisamente motivó el cambio de formato del certificado judicial. 


� Dice el Decreto 3738 de 2003, en su artículo 4°: “[l]os archivos del Departamento Administrativo de Seguridad, en esta materia, tendrán carácter reservado y en consecuencia sólo se expedirán certificados o informes de los registros contenidos en ellos, así: a) A los peticionarios de sus propios registros, mediante la expedición del certificado Judicial; b) A los funcionarios judiciales y organismos con facultades de policía judicial, que por razón o con ocasión de sus funciones, adelanten investigación, referente a la persona de quien la solicitan, previo requerimiento escrito. Parágrafo. El manejo indebido de la información suministrada, causará las sanciones previstas en la ley”.


� Sentencia T-1073 de 2007 (MP Rodrigo Escobar Gil). En esta sentencia, varias personas solicitaban la inaplicación del Acuerdo 280 de 2007 expedido por el Concejo de Bogotá, D.C. Para los accionantes, el mencionado acto administrativo, que contemplaba la instalación en la ciudad de los llamados muros de la infamia, suponía una medida desproporcionada que afectaba sus derechos fundamentales y los de su familia, a la dignidad personal y a la intimidad, además de generar un estigma social sobre los miembros de su familia, pues dichos muros implicaban la publicación de su información personal y de sus fotografías, en vallas públicas además de que debía repartirse mensualmente en la ciudad, volantes con la divulgación de dicha información. La Corte Constitucional, concedió el amparo solicitado y determinó que dicha medida si bien perseguía una finalidad legítima, a saber, la prevención contra los abusos sexuales contra los niños, no implicaba que fuera por ese sólo hecho, ajustada a la Constitución, pues no se habían demostrado ni la adecuación ni la necesidad de la medida. Para la Corte Constitucional, dada la posible afectación de esferas constitucionalmente protegidas, tanto del condenado como de su familia, era necesario que se mostrara suficientemente por parte de la autoridad pública, la idoneidad y la necesidad de la medida, en aras de garantizar el fin buscado. Ver, además, las sentencias T-111 de 2008 (MP Jaime Córdoba Triviño) y T-772 de 2008 (MP. Clara Inés Vargas Hernández). 


� La acción de tutela procede aunque existan otros medios eficaces, si la tutela es más eficaz que los otros. La Corte ha señalado que el juez de tutela, al momento de definir si la acción de tutela procede en un determinado caso porque al parecer existen otros medios de defensa, debe examinar si los otros medios son igual de eficaces a la tutela. Por eso dijo, desde sus comienzos, en la Sentencia T-414 de 1992 (MP Ciro Angarita Barón): “es claro entonces que el otro medio de defensa judicial a que alude el artículo 86 debe poseer necesariamente, cuando menos, la misma eficacia en materia de protección inmediata de derechos constitucionales fundamentales que, por su naturaleza, tiene la acción de tutela. De no ser así, se estaría haciendo simplemente una burda y mecánica exégesis de la norma, en abierta contradicción con los principios vigentes en materia de efectividad de los derechos y con desconocimiento absoluto del querer expreso del Constituyente. || En otros términos, en virtud de lo dispuesto por la carta del 91, no hay duda que "el otro medio de defensa judicial" a disposición de la persona que reclama ante los jueces la protección de sus derechos fundamentales ha de tener una efectividad igual o superior a la de la acción de tutela para lograr efectiva y concretamente que la protección sea inmediata. No basta, pues, con la existencia en abstracto de otro medio de defensa judicial si su eficacia es inferior a la de la acción de tutela”.


� Las características del perjuicio irremediable fueron delimitadas por la Corte desde la Sentencia T-225 de 1993 (MP Vladimiro Naranjo Mesa) y luego reiteradas en la Sentencia C-531 de 1993 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz, SV. Jorge Arango Mejía, Antonio Barrera Carbonell y Hernando Herrera Vergara). En aquella se dijo: “Al examinar cada uno de los términos que son elementales para la comprensión de la figura del perjuicio irremediable, nos encontramos con lo siguiente: || A).El perjuicio ha de ser inminente: "que amenaza o está por suceder prontamente". Con lo anterior se diferencia de la expectativa ante un posible daño o menoscabo, porque hay evidencias fácticas de su presencia real en un corto lapso, que justifica las medidas prudentes y oportunas para evitar algo probable y no una mera conjetura hipotética.  Se puede afirmar que, bajo cierto aspecto, lo inminente puede catalogarse dentro de la estructura fáctica, aunque no necesariamente consumada. Lo inminente, pues, desarrolla la operación natural de las cosas, que tienden hacia un resultado cierto, a no ser que oportunamente se contenga el proceso iniciado. Hay inminencias que son incontenibles: cuando es imposible detener el proceso iniciado.  Pero hay otras que, con el adecuado empleo de medios en el momento oportuno, pueden evitar el desenlace efectivo. En los casos en que, por ejemplo, se puede hacer cesar la causa inmediata del efecto continuado, es cuando vemos que desapareciendo una causa perturbadora se desvanece el efecto. Luego siempre hay que mirar la causa que está produciendo la inminencia. || B). Las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes, es decir, como calidad de urgir, en el sentido de que hay que instar o precisar una cosa a su pronta ejecución o remedio tal como lo define el Diccionario de la Real Academia. Es apenas una adecuación entre la inminencia y la respectiva actuación: si la primera hace relación a la prontitud del evento que está por realizarse, la segunda alude a su respuesta proporcionada en la prontitud. Pero además la urgencia se refiere a la precisión con que se ejecuta la medida, de ahí la necesidad de ajustarse a las circunstancias particulares.  Con lo expuesto se verifica cómo la precisión y la prontitud dan señalan la oportunidad de la urgencia. || C). No basta cualquier perjuicio, se requiere que éste sea grave, lo que equivale a la gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona. La gravedad obliga a basarse en la importancia que el orden jurídico concede a determinados bienes bajo su protección, de manera que la amenaza a uno de ellos es motivo de actuación oportuna y diligente por parte de las autoridades públicas.  Luego no se trata de cualquier tipo de irreparabilidad, sino sólo de aquella que recae sobre un bien de gran significación para la persona, objetivamente. Y se anota la objetividad, por cuanto la gravedad debe ser determinada o determinable, so pena de caer en la indefinición jurídica, a todas luces inconvenientes. || D).La urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.  Si hay postergabilidad de la acción, ésta corre el riesgo de ser ineficaz por inoportuna.  Se requiere una acción en el momento de la inminencia, no cuando ya haya desenlace con efectos antijurídicos. Se trata del sentido de precisión y exactitud de la medida, fundamento próximo de la eficacia de la actuación de las autoridades públicas en la conservación y restablecimiento de los derechos y garantías básicos para el equilibrio social.”


� Dispone el artículo 11 del Decreto 2398 de 1986 por el cual se dictan normas sobre reseña delictiva, cancelación de antecedentes y expedición de Certificados Judiciales y de policía, que “[e]l Jefe del DAS cancelará, a solicitud del interesado o de oficio, previo informe del Jefe de la División de la Oficina Jurídica de la Institución, los antecedentes relativos a fallos condenatorios que registren, en los siguientes casos:  a) Cuando se haya cumplido la pena. b) Cuando la pena se haya declarado prescrita. c) Cuando por haber transcurrido un tiempo igual o mayor al estipulado en el Código Penal, se considere que la pena se encuentra prescrita. PARÁGRAFO. Para el trámite de la cancelación de oficio se procederá de conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 5°”.


� Cfr. Sentencia T-317 del 31 de marzo de 2004 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa).





